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INTRODUCCIÓN


El objetivo de esta investigación es triple: en primer lugar, se trata de elaborar una visión panorámica de la institucionalización de la evaluación de políticas públicas en la Comunitat Valenciana. El análisis está fundamentalmente centrado en la Generalitat Valenciana, aunque también se han tenido en cuenta otras instituciones y organismos para tratar de dar orientaciones sobre un fenómeno más general: la cultura de evaluación de políticas en la comunidad autónoma. Aunque el trabajo de campo se realizó en un momento de cambio político, el fin de los Gobiernos del Partido Popular y la constitución del Pacte del Botànic, el presente texto también trata de dar algunas pistas sobre cómo ha ido desarrollándose la evaluación a lo largo del tiempo. Por la misma razón, y dada la lenta evolución de estos fenómenos, pensamos que el trabajo sigue reflejando bastante adecuadamente las prácticas que se dan en la actualidad. Dicho esto, es importante indicar que el objeto fundamental de este informe es la Generalitat Valenciana, no hacer un balance de las actuaciones en materia de evaluación de políticas públicas de sus distintos gobiernos. La distinción entre Gobierno y Administración no está exenta de problemas, pues son los distintos gobiernos los que impulsan las políticas y establecen las distintas modalidades de gestión. Por otro lado, también es cierto que la actividad de los distintos departamentos suele estar marcada por la cultura administrativa y las habilidades y conocimientos de los recursos humanos, algo que no es fácil de corregir en el corto plazo. Por esta misma razón, y como se señalará en el apartado dedicado a la metodología (en los anexos), la recogida de información a través de entrevistas se ha centrado fundamentalmente en altos funcionarios y no en los integrantes del nivel gubernamental, como secretarios autonómicos o directores generales.


Para abordar este primer objetivo, entre el otoño-invierno de 2016-2017 se llevó a cabo un intenso trabajo de campo que tuvo en cuenta: 1) la difusión de estudios e informes dedicados a la evaluación de los distintos planes y programas en las distintas páginas web de cada conselleria de la Generalitat Valenciana; 2) el análisis de algunos de los principales informes de evaluación realizados o encargados desde la Generalitat; 3) el valor que los principales responsables administrativos encargados de las tareas de evaluación dan a los respectivos informes para llevar a cabo su actividad; 4) la forma administrativa adoptada en los respectivos departamentos por las unidades que realizan tareas de evaluación y, en la medida de lo posible, información sobre los cambios producidos en los respectivos departamentos; 5) finalmente, también se hace un balance cualitativo de la cultura de evaluación en el conjunto de la región. El análisis más detallado de la metodología y fuentes de información utilizadas puede consultarse en los anexos finales del libro.


El segundo objetivo es mostrar cómo se ha producido la institucionalización de la evaluación fuera de la Comunitat Valenciana. Para ello se sintetizan las principales conclusiones extraídas por la literatura comparada señalando qué factores la han propiciado en otros países. La obra fundamental de referencia en este campo es el Atlas of International Evaluation (Furubo, Rist y Sandhal: 2002), aunque también se tienen en cuenta las principales recomendaciones que se ofrecen desde la literatura más orientada a la gestión. Por otro lado, también se examinan con más detalle los progresos realizados en dos estudios de caso. El caso español pretende servir de referencia más general sobre el uso de la evaluación en sistemas parlamentarios. En este sentido, también se estudiará la relevancia de la fragmentación sectorial (como veremos, característica compartida también por la Comunitat Valenciana) así como la compleja gestión de la evaluación en entornos multi-nivel. Una de las referencias fundamentales en evaluación de políticas fue la Agencia Española de Evaluación y Calidad (AEVAL) cuya contribución y organización será analizada con cierto detalle. El caso de Cataluña servirá para ilustrar los avances en materia de evaluación a través del Institut Català d’Avaluació de Polítiques Públiques (IVÀLUA). El papel de esta agencia como promotor e impulsor del cambio sin duda constituye otro ejemplo de buena práctica en esta materia.


Finalmente, el tercer objetivo de este trabajo es ofrecer algunas recomendaciones y sugerencias para extender los usos de la evaluación dentro de la Generalitat y, de modo más general, en el conjunto de la Comunitat Valenciana. Para ello se partirá del diagnóstico de la situación actual reflejado en el primer objetivo, así como de las sugerencias extraídas de la literatura comparada y de los estudios de caso español y catalán.


El libro se estructura en dos partes. La primera parte tiene un carácter más teórico y comparado mientras que la segunda se dedica en exclusiva a la Comunitat Valenciana. El primer capítulo está dedicado a elaborar un breve marco conceptual para sintetizar algunas ideas clave en torno al concepto de evaluación de políticas públicas. Se tratará de reflexionar sobre los múltiples significados atribuidos al concepto, pero también de caracterizar los principales tipos de evaluación general-mente utilizados tanto por la academia como por los practitioners. Este capítulo también servirá para introducir brevemente las principales metodologías utilizadas en este campo. Esta breve panorámica sobre los principales tipos y metodologías de evaluación debe servir para facilitar a los lectores no especializados un lenguaje común con el que luego interpretar las actuaciones que se han llevado a cabo en la Generalitat Valenciana. Este apartado terminará con dos reflexiones finales sobre los usos y la institucionalización de la evaluación. La primera tiene que ver, sobre todo, con los potenciales peligros de instrumentalización política que pueden tener este tipo de análisis. La segunda pretende presentar las principales dimensiones a las que van asociados los conceptos de institucionalización de la evaluación y de cultura de evaluación en el ya citado Atlas of International Evaluation. Estos indicadores servirán para guiar el análisis empírico de la situación de la evaluación en la Generalitat Valenciana, así como para extraer las principales recomendaciones.


Una vez hechas las debidas precisiones conceptuales, el segundo y tercer capítulos están dedicados a analizar los estudios de caso español y catalán. Cada uno de los dos capítulos están pensados para dar pistas sobre cómo se ha procedido a entender e institucionalizar la evaluación de las políticas públicas en la Administración General del Estado y en el de otra comunidad autónoma. En ambos capítulos se analiza la posición institucional y los distintos papeles adoptados por las distintas agencias de evaluación (IVÀLUA, AEVAL) con el propósito de extraer buenas prácticas y recomendaciones para la parte final del libro.


Los capítulos cuatro a seis de la segunda parte están dedicados al estudio de los usos de la evaluación en distintos conjuntos de consellerias de la Generalitat Valenciana. El capítulo cuatro analiza las consellerias más políticas (presidencia, justicia y transparencia), el capítulo cinco hace lo propio con las del área económica (economía, hacienda, agricultura y vivienda) y el capítulo seis se centra en las de contenido más social (sanidad, educación, igualdad). Estos tres capítulos comparten información procedente de fuentes similares como el vaciado de la web, de algunos de los principales informes de evaluación, así como de distintas entrevistas semiestructuradas (ver el apartado de metodología en los anexos). Cada uno de ellos también tiene una estructura parecida que analiza: la posición organizativa actual (eventualmente, también en el pasado) de las unidades o agencias encargadas de los procesos de evaluación; los tipos y metodologías de evaluación utilizadas en los principales informes y planes del departamento; la difusión de la información dedicada a la evaluación que se hace en la página web; el uso de los informes de evaluación por parte de los máximos responsables administrativos; la visión que dichos responsables tienen sobre cómo debería organizarse la evaluación en el departamento y en el conjunto de la Generalitat. Esta segunda parte concluye con el capítulo siete dedicado a hacer un balance cualitativo de los usos de la evaluación para el conjunto de la Comunitat Valenciana. Para este capítulo se tienen en cuenta las dimensiones de la institucionalización de la evaluación señaladas en el marco conceptual (capítulo uno) añadiendo también información procedente de otras instituciones más allá de la Generalitat Valenciana. La parte final del capítulo está dedicada a presentar algunas recomendaciones sobre cómo fortalecer los procesos de evaluación de las políticas públicas. Para ello se introducen y comentan las cinco sugerencias más importantes: cuatro tienen que ver con medidas para mejorar la institucionalización de la evaluación en la Generalitat Valenciana (así como en el ámbito provincial y local); la última está pensada para extenderla en las Corts Valencianes. El resto de las medidas pretenden introducir mejoras menores para el resto de las dimensiones consideradas en el Atlas of International Evaluation. La parte final del libro contiene unas breves conclusiones generales, los anexos con las metodologías utilizadas para la recogida de información (las entrevistas semiestructuradas, el análisis de la web y los diversos informes de evaluación) así como las referencias bibliográficas.


Antes de finalizar es preceptivo mostrar el agradecimiento a los coautores, Emilio Doria, Fernando Ntutumu y Pau Sanchis. Ellos realizaron buena parte del trabajo de campo y el análisis documental en el que se fundamentó el informe que ahora aparece en forma de libro. También hay que agradecer la confianza mostrada por los responsables de la Agència Valenciana d’Avaluació i Prospectiva, así como del Institut de Desenvolupament Local de la Universitat de València y a Joan Romero, que fue el director del proyecto de investigación Diagnòstic dels principals dèficits del marc institucional de la Comunitat Valenciana per al disseny eficaç i eficient de polítiques públiques. CPI-16-300. Durante los meses del trabajo de campo, el Institut de Desenvolupament Local nos facilitó la colaboración de Carlos Cerdán, Pepe Cano, Eva Gomis, Gema Guiot y Cristian Ramón, cuyo apoyo fue fundamental para el buen desarrollo de la investigación. Carlos Cerdán colaboró en la recolección de información y el análisis del departamento de Vivienda, Pepe Cano hizo lo propio con el de Justicia, Eva Gomis se encargó del departamento de Presidencia, Gema Guiot del de Economía Sostenible y Cristian Ramón del de Hacienda. Además, este agradecimiento debe hacerse extensivo a todas las personas que contribuyeron a darnos pistas sobre el funcionamiento de los procesos de evaluación dentro de la Generalitat Valenciana y, muy especialmente a todos aquellos que accedieron a ser entrevistados. El listado puede verse en la documentación incluida en los anexos. Finalmente, agradecer también a Publicacions de la Universitat de València el interés en nuestro trabajo y el cuidado trabajo de edición. Esperamos que esta publicación sirva para aumentar la curiosidad de futuros investigadores, promover el debate público sobre estos temas y al desarrollo de una futura comunidad de evaluación que ayude a mejorar nuestro conocimiento sobre el impacto que la acción de los distintos gobiernos y administraciones públicas tiene sobre las vidas de los ciudadanos.


OSCAR BARBERÀ


València, septiembre de 2020




PRIMERA PARTE


LA INSTITUCIONALIZACIÓN
DE LA EVALUACIÓN:
ESTUDIOS COMPARADOS




1.LA EVALUACIÓN DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS Y SU INSTITUCIONALIZACIÓN


En este capítulo se presentan los principales conceptos utilizados a lo largo del informe. Su función fundamental es proveer un mínimo marco de referencia al que los lectores puedan recurrir durante la lectura. Es importante tener en cuenta que cada uno de los términos utilizados remite a un debate dentro de la academia que no puede tratarse aquí en profundidad por alejarse en exceso del propósito de este trabajo. Para aquellos lectores que deseen profundizar más en alguno de estos conceptos o debates les remitimos a la literatura especializada citada en las páginas correspondientes, a los principales manuales sobre evaluación publicados en castellano durante los últimos años (Ballart: 1992; Bañon: 2003; García Pérez: 2014; Morra y Rist: 2009; Vedung: 1997) así como a las diversas guías publicadas por los principales centros dedicados a la evaluación de políticas públicas (AEVAL, IVÀLUA...). El capítulo está estructurado en dos apartados. El primero es fundamentalmente conceptual y se dedica a clarificar significados y presentar los principales tipos de evaluaciones. El segundo discute las nociones de institucionalización y cultura de evaluación y presenta las principales preguntas que han guiado el trabajo de campo y su aplicación en la Comunitat Valenciana que se analiza con más detalle en el capítulo 7.


1.LA EVALUACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS


La evaluación y su práctica


El uso común de la evaluación alude a significados distintos. En su sentido más genérico evaluar es poner en relación valores (criterios, normas) con hechos. En términos aplicados al análisis de políticas públicas, la evaluación se refiere «al proceso de establecer el valor o el significado de una actividad, política o programa, [...] tan sistemático y objetivo como sea posible, de una intervención planeada, en curso o completa» (OCDE, 2000: 21). En otras palabras, evaluar políticas o programas públicos supone (Ballart: 1992; Weiss: 1972): definir los objetivos de la política, establecer criterios de éxito, proveer evidencias sobre los resultados obtenidos y sobre su relación con los criterios de éxito, señalar la relación de los resultados con la teoría del cambio social que fundamenta la intervención y, finalmente, prescribir consejos para su mejora.


Es preciso tener presente, sin embargo, que toda evaluación es potencialmente controvertida. Hay diversos motivos para ello: puede que no haya acuerdo en la relación entre los resultados y valores normativos establecidos (v. g. se discute que los resultados de un programa se puedan interpretar como «malos»); puede que la falta de acuerdo esté en los mismos criterios o valores (v. g. se cuestiona el baremo de evaluación que debe establecerse en unos u otros niveles); o que se cuestione la imparcialidad o intencionalidad de quien realiza la evaluación, etc. En este sentido, Fisher ha distinguido diversos niveles de la evaluación en función de su impugnación social y política (Fisher: 1995). En el primer nivel, el de verificación (program verification), la evaluación se centra en señalar si el programa funciona o no, es decir, si cumple los objetivos inicialmente establecidos. En este nivel la clave es el impacto social (outcomes) y el discurso predominante es el científico-técnico. En el segundo nivel, el análisis se centra en la pertinencia del programa (situational validation). Lo que se evalúa no es ya si el programa cumple sus objetivos, sino si sirve para resolver el problema social por el que se puso en marcha. En este sentido, lo que se pone en cuestión es si la teoría del cambio que provocó la intervención pública es efectivamente válida o no. En un tercer nivel, más propiamente socio-político, estarían aquellas evaluaciones que lo que pretenden es cuestionar los valores u objetivos del programa (societal vindication). La clave de este tipo de evaluaciones es cuestionar si el problema es relevante, es decir, si merece la pena la intervención pública en comparación con otros posibles problemas sociales. Finalmente, el nivel más abstracto de la evaluación es el que entra a considerar en qué medida la aproximación o la ideología política que está en la base de una intervención es deseable o no como instrumento para la resolución de conflictos sociales.


Es por estas razones que la evaluación va obviamente más allá del control administrativo y no puede considerarse una actividad puramente científica o aislada del contexto en que se produce. De hecho, la naturaleza política de la evaluación ha sido abundantemente subrayada en este campo desde sus orígenes (v. g. Fisher: 1995; Palumbo: 1987; Scriven: 1980; Taylor y Balloch: 2005). Bustelo señala como mínimo tres implicaciones de esta especificidad que se traducen en demandas de credibilidad e imparcialidad para poder sobrevivir al contexto político y social en que se produce la evaluación, de flexibilidad para adaptar esta práctica a las diversas circunstancias que puede producirse durante su desarrollo y de temporalidad para dar cuenta de los resultados en el momento oportuno para alimentar procesos de retroalimentación en la toma de decisiones (Bustelo: 2003).


La necesidad de diferenciar la evaluación de otras prácticas profesionales y académicas cercanas marcó los orígenes de esta disciplina. La vía para hacerlo fue a través de técnicas cuantitativas o experimentales y de una concepción fuertemente positivista sobre la objetividad y la imparcialidad de los analistas (v. g. Langbein: 1980; Rossi y Freeman: 1985). Las limitaciones de estos estudios han sido señaladas por la literatura posterior que aboga por una orientación más pluralista que generalmente tiende a incluir las visiones de más actores además del analista (Ballart: 1992; Guba y Lincoln: 1989; Subirats: 1995). Esto no obsta para que, con el tiempo, se haya generado un cierto acuerdo para diferenciar la evaluación de la investigación y de la monitorización (Blasco: 2009a; Bustelo: 2003). La evaluación se diferencia de la investigación en su carácter aplicado y por su finalidad centrada en la mejora de la intervención pública, no en la construcción de conocimiento. La particular finalidad de la evaluación implica, a su vez, destinatarios diferentes. La diferencia entre evaluación y el seguimiento o monitorización de políticas es un tanto más difusa. En un sentido estricto, la monitorización tiene relación con la gestión de los programas para garantizar su cumplimiento mientras que la evaluación pretende emitir juicios globales sobre sus impactos. Sin duda evaluar no es hacer un mero seguimiento de indicadores, pero también lo es que hay aspectos de la monitorización que comportan actividad evaluativa. En la práctica no es extraño considerar la monitorización como un tipo un tanto particular de evaluación (Lázaro y Obregón: 2009; Rossi, Freeman y Lipsey: 1999; Royse, Thyer et al.: 2009).


Finalmente, conviene también señalar la diferencia entre evaluación y meta-evaluación entendida esta última como juicios de valor sobre la bondad y méritos de una o diversas evaluaciones (Scriven: 1969 citado por García Sanchez: 2011). El propósito central de la metaevaluación es verificar el grado de validez de los resultados y conclusiones de estudios ya previamente existentes. El desarrollo de este subcampo ha seguido debates muy parecidos al de la evaluación, por ejemplo, respecto del uso de técnicas de investigación y ya hay instituciones que empiezan a especializarse en este campo (Newcomer, Hatry y Wholey: 2013, cap. 25). En un texto relativamente reciente, Chalmers y sus colegas han tratado de establecer una clasificación de diferentes investigaciones que tradicionalmente encajarían como metaevaluaciones. En este sentido diferencian (Chalmers, Hedges, y Cooper: 2002): las revisiones sistemáticas (systematic review) que utilizan estrategias destinadas a limitar los posibles sesgos en la recolección y enfoque de los estudios relevantes sobre un tema; los metaanálisis (meta-analysis) que utilizan datos comparables pero procedentes de distintos estudios para realizar nuevas investigaciones sobre un tema; mientras que las síntesis de evaluación (evaluation synthesis) son aquellas investigaciones que integran las conclusiones de distintas evaluaciones disponibles sobre un tema y tratan de obtener nuevas generalizaciones.


Tipos de evaluación


Existen diversas tipologías de evaluación. En términos generales, cabe distinguir entre las que utilizan como criterio básico el momento de realización de la evaluación de las que se centran en los enfoques. En realidad, las conexiones entre ambas tipologías son bastante claras (v. g. Blasco: 2009; Subirats et al.: 2008).


En función del momento se tiende a diferenciar los análisis previos (ex ante), de proceso (in itinere) y final (ex post) (Harguindéguy: 2014; Palumbo: 1987). Los análisis previos se centran en evaluar la necesidad y viabilidad de la intervención pública. El foco de atención de los análisis de proceso es asegurar que la política pública se lleva a cabo tal y como se había previsto. Finalmente, la evaluación ex post tiende a valorar los impactos producidos.


La figura 1 resume los principales tipos de evaluación en función del enfoque utilizado (Ballart: 1992; Blasco: 2009a): La evaluación de necesidades sirve para analizar la viabilidad técnico-política de una política pública. Por eso pone en relación las particularidades del problema con los recursos disponibles para afrontarla. Las evaluaciones de diseño tratan de poner de manifiesto la verosimilitud de la teoría del cambio social en que se fundamenta una o diversas políticas públicas. Tratan de mostrar en qué medida los impactos esperados del programa van a servir para solucionar el problema social en el que se pretende intervenir. Generalmente suelen realizarse antes de la intervención pública. Las evaluaciones de proceso o de implementación tratan de señalar lo que la política pública está realizando para, eventualmente, llevar a cabo las oportunas correcciones antes de que esta se dé por terminada. Trata de asegurar que el uso de los recursos, las actividades realizadas y los productos obtenidos se ajusten a lo que estaba establecido inicialmente. Las evaluaciones de eficiencia ponen en relación los recursos utilizados con los resultados e impactos obtenidos. Son evaluaciones fundamentalmente económicas y suelen ser ex post. Finalmente, las evaluaciones de impacto lo que pretenden es establecer las principales consecuencias sociales de la intervención pública. En este sentido, tratan de señalar en qué medida los impactos sociales de un programa se deben a una política pública u a otros factores externos y son evaluaciones ex post.


Figura 1.1


Tipos de evaluación según su enfoque
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Fuente: Guía IVÀLUA n.º 1


Principales técnicas y metodologías de evaluación


Las técnicas y metodologías de evaluación cambian de modo notable en función del enfoque de evaluación utilizado. En general, las técnicas de recogida de información, así como de su análisis suelen combinar el uso de una variada gama de metodologías cualitativas y cuantitativas típico de las ciencias sociales. Por razones de espacio y economía en este apartado no se pueden entrar a considerar los detalles de cada una de las técnicas. Para un análisis más detallado puede consultarse la numerosa bibliografía aplicada que existe (v. g. Laughlin y Broadbent: 1996; Newcomer, Hatry y Wholey: 2013; Royse, Thyer et al.: 2009).


La evaluación de necesidades (needs assessment) suele combinar metodologías tanto cualitativas como cuantitativas (Casado: 2009; Royse, Staton-Tindall et al.: 2009). Su uso depende en gran medida de la disponibilidad de tiempo y recursos económicos. Cuanto menos tiempo y dinero se disponga, más frecuente es el uso de técnicas cualitativas y de fuentes de información secundarias. Entre las principales técnicas cualitativas de recogida de información están el método Delphi (uso de cuestionarios entre expertos) o los focus groups (reuniones de discusión con pequeños grupos). La principal técnica de recogida de datos cuantitativa es la encuesta, muy utilizada por ejemplo en sanidad (encuestas de salud). Aunque puedan parecer menos importantes, el uso de bases de datos ya existentes o de otras fuentes secundarias de información suele ser también muy habitual. Es importante señalar que en este tipo de estudios lo habitual es combinar el máximo de información disponible.


La evaluación de diseño pretende contrastar la validez de la teoría del cambio social asociada con la política pública que se analiza (Blasco: 2009b). Contrastar la teoría sin haber realizado la intervención (es decir, sin tener evidencias) supone un reto considerable. Por esta razón la evaluación de diseño no utiliza metodologías de análisis de tipo cuantitativo o cualitativo, sino que tiende a centrarse en contrastar la coherencia lógica de la teoría y en buscar evidencias comparadas que ayuden a reforzar su plausibilidad. Una de las herramientas más utilizadas en la evaluación de diseño es la llamada Metodología del Marco Lógico (MML, logic models) (Ortegón, Pacheco y Prieto: 2005; Wholey, Hatry y Newcomer: 2010). Este tipo de herramientas tratan de ayudar a explicitar las principales hipótesis y, sobre todo, los mecanismos causales en los que se basa el programa. La búsqueda de otras experiencias de intervención que hayan utilizado teorías de cambio parecidas en contextos sociales similares resulta una estrategia también muy útil para reforzar su plausibilidad.


La evaluación de proceso (formative evaluation o process evaluation) se centra en verificar que, durante la fase de implementación, los resultados se adecuen a lo establecido en el diseño del programa y que estos llegan a los grupos sociales adecuados (Lázaro y Obregón: 2009). En otras palabras, trata de identificar qué servicios se proveen, a quién y (cada) cuánto (Royse, Thyer et al.: 2009). Como en la evaluación de necesidades, el elemento fundamental de las evaluaciones de proceso es el establecimiento de fuentes de recogida de información lo más fiables y exhaustivas posible. Royse y sus colegas distinguen tres grandes herramientas de recogida y análisis de información para la evaluación de procesos (Royse, Thyer et al.: 2009): la monitorización (program monitoring), los sistemas de garantía de calidad (quality assurance) y los sistemas de mejora continua (total quality management o continuous quality improvement).


La monitorización de programas requiere el establecimiento y el adecuado mantenimiento de sistemas de información sobre los avances y resultados del programa. Para ello es bastante habitual establecer herramientas de gestión como los Cuadros de Mando (v. g. Fernández Hatre: 2004). La evaluación aplicada a la monitorización precisa, como mínimo, cierto contraste entre los resultados producidos y los objetivos o estándares fijados en el diseño del programa. También es bastante usual utilizar comparaciones en el tiempo o con datos de otros programas (Newcomer, Hatry y Wholey: 2013). Por otro lado, los sistemas de calidad se caracterizan por tratar de identificar y, eventualmente, corregir, aquellas deficiencias que puedan surgir en la adecuada provisión de los servicios. Desde hace tiempo es bastante habitual que estos sistemas se rijan por estándares de calidad internacionales como los de la International Standards Organization (ISO) u otros (v. g. Ruíz López, Cuellar Martín y Del Pino Matute: 2009). La existencia de estos estándares (y no los criterios internos del programa) es lo que diferencia los sistemas de calidad frente a los de monitoreo. Finalmente, los sistemas de mejora continua pretenden ir un paso más allá al dejar que sean los usuarios los que (re)definan la calidad y que, por tanto, las mejoras se ajusten constantemente a sus preferencias. Los sistemas de mejora continua sí incorporan técnicas cuantitativas y/o cualitativas de recogida de información, especialmente para medir la satisfacción de los usuarios de los servicios y, de modo más general, de todos los grupos implicados en la política (Goetsch y Davis: 2014). La principal crítica a todos los sistemas de evaluación de proceso reside en que implican cargas suplementarias de trabajo o tiempo para el personal (e incluso para los usuarios).


La evaluación de la eficiencia (cost-analysis) implica una valoración del uso de los recursos. Por esta razón también suelen denominarse evaluaciones económicas (Parera: 2009; Raya y Moreno: 2013). Entre las principales metodologías de estos análisis destacan los análisis coste-beneficio (cost-benefit) y los análisis de rendimiento (cost-efectiveness). Dado que el análisis económico es un campo que escapa del enfoque adoptado en este informe, no se profundizará mucho más en sus metodologías de análisis.


La evaluación de impacto trata de contrastar la validez de la teoría del cambio que guía todo programa de intervención. En la mayoría de casos esto supone utilizar herramientas de control de cierta complejidad metodológica que, además, pueden ser notablemente variadas (v. g. Blasco y Casado: 2009; Gertler et al.: 2011; Khandker, Koolwal y Samad: 2010). El diseño con mayor capacidad explicativa es el experimental basado en selección aleatoria de diversos grupos con controles previos y posteriores a la intervención. Si además de la selección aleatoria es posible realizar controles en el tiempo, se habla entonces de la utilización del método de las dobles diferencias o diferencias en diferencias (double difference). Cuando no es posible la selección aleatoria previa se tiende a utilizar otros diseños como el pareamiento (matching) o la regresión discontinua que pretenden solucionar mediante métodos estadísticos los problemas de sesgo en la selección de los grupos. Otros diseños de control menos rigurosos, pero también comunes, son los llamados cuasi-experimentos que tratan de establecer controles temporales (antes-después o series temporales) sobre uno o diversos grupos no seleccionados aleatoriamente. Finalmente, cuando ni la selección aleatoria ni los controles temporales son posibles, todavía pueden realizarse ciertos controles a través de estimaciones estadísticas multivariantes.


Los usos y propósitos de la evaluación


Siguiendo a Stufflebeam y Shinkield (1987), Bustelo ha señalado las tres principales funciones que suele darse a la evaluación (Bustelo: 2003): la función de mejora (improvement) que está fundamentalmente pensada como retroalimentación y aprendizaje institucional de la experiencia de la intervención pública; la función de rendimiento de cuentas (accountability), que señala el valor de la evaluación como instrumento para informar a los distintos agentes implicados en la política pública de las actuaciones que se están llevando a cabo así como de su éxito o fracaso. La última función, y más abstracta, es la de constituirse como guía para futuras acciones (enlightenment).


Más allá de estas funciones generales, Subirats y sus colegas han señalado diversos usos más instrumentales que los actores pueden hacer de la evaluación (Subirats et al.: 2008). En primer lugar, puede utilizarse como una herramienta de ventaja competitiva. La información proporcionada por las evaluaciones, especialmente cuando son realizadas por trabajos de consultoría directa puede servir para detectar puntos muy sensibles para la organización. En segundo lugar, las evaluaciones pueden utilizarse para reforzar la posición estratégica de una agencia o departamento, especialmente si su actuación ha sido cuestionada. Estos autores identifican algunas situaciones típicas en que esto sucede como movilizar apoyos a favor o en contra de un proyecto o medida concreta, para contribuir a delimitar el ámbito de actuación de una política pública frente a otras, o como herramienta para argumentar a favor de mayor o menor regulación pública. En tercer lugar, las evaluaciones pueden proporcionar información «objetiva» sobre la situación de una política pública en distintos contextos políticos y sociales, sobre todo si tienen carácter comparado o supranacional. Los informes de la OCDE o del Banco Mundial pueden ser buenos ejemplos de este tipo de usos. En cuarto lugar, el recurso creciente de las diversas administraciones a utilizar evaluaciones puede generar comunidades de investigadores (públicos o privados) especializados en este tipo de prácticas. Las comunidades de evaluadores pequeñas y muy cerradas pueden terminar teniendo efectos un tanto perversos por la dependencia de estos grupos del dinero público. En cambio, si estas son abiertas y plurales sin duda pueden evitar estos problemas y constituir un recurso muy valioso para las diversas administraciones. Finalmente, más allá de sus contenidos específicos, las evaluaciones pueden utilizarse como actos simbólicos dedicados a ganar tiempo por parte de administraciones o agencias en determinados momentos críticos. La evaluación puede servir para posponer, por ejemplo, la asunción de responsabilidades o frenar determinadas actividades legislativas.
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